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Hora: 4:00 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Se decide la acción de tutela presentada por el señor Óscar Mauricio Toro Valencia, Personero del Municipio de Dosquebradas, quien actúa como agente oficioso del joven Cristhian David Gil Castro contra del Ministerio de Defensa, Ejército Nacional y el Distrito Militar No.22 mediante la cual pretende el amparo de sus derechos fundamentales al debido proceso, trabajo, educación y petición.
2. RESUMEN DE ANTECEDENTES
2.1. Informó el Personero de Dosquebradas que el joven  Cristhian David Gil Castro está inscrito en el Distrito Militar No.22 de Pereira, quien se encontraba en condición de remiso por inasistencia a la citación realizada por ese Distrito y en tal sentido se le impuso una multa.

Indicó que de acuerdo a la ficha técnica del SISBEN, el joven Gil Castro tiene un puntaje de 30,14 lo que significa que pertenece al nivel I.

Explicó que al ingresar a la página web para consultar la situación militar, se encontró que Gil Castro aparece en estado de “liquidación-validado”, por lo que se presentó un derecho de petición ante el Distrito Militar No.22 del cual se recibió una respuesta en el sentido de que al agenciado  se le levantó la situación de remiso, pero al no presentar prueba sumaria de su inasistencia se dejó la sanción vigente.

Manifestó que el joven Gil Castro está actualmente adelantando estudios técnicos en instalación de redes de computadores en el SENA y no cuenta con trabajo por lo que sus condiciones económicas no le permiten sufragar el costo de la libreta militar.

Por lo tanto, se instaura la presente acción de tutela como mecanismo transitorio de protección, toda vez que la no “desincorporación” y entrega de la libreta militar al joven Gil Castro le vulnera sus derechos fundamentales al debido proceso, la igualdad, el trabajo y la educación.
El Personero relacionó en el acápite de pretensiones, las siguientes: i) tutelar los derechos fundamentales al debido proceso, trabajo, educación y petición del joven Cristhian David Gil Castro y por lo tanto, se le expida su libreta militar y ii) se ordene al Distrito Militar No.22 expida sin costo alguno, la libreta militar al joven Cristhian David Gil Castro.
Así mismo, se amparen los derechos fundamentales que no se invocaron expresamente en la demanda de tutela, de los cuales se observe su violación, en virtud del principio iura novit curia. Igualmente, solicitó que se profieran todas aquellas órdenes que el juez de tutela considere necesarias, oportunas y conducentes para salvar de manera integral los derechos fundamentales de su representado de manera integral.
Adjuntó copia de los siguientes documentos: i) cédula de ciudadanía a nombre de Cristhian David Gil ; ii) derecho de petición del 17 de febrero de 2016 dirigido al Comandante del Distrito Militar No.22; iii) respuesta al derecho de petición emitida por el Comandante del Distrito Militar No.22 el 17 de marzo de 2016; iv) certificado estudiantil expedido por el SENA el 3 de marzo de 2015 y v) listado de fichas en histórico del SISBÉN (Fls. 11 al 18).
2.2. Mediante auto del 19 de mayo de 2016 se avocó el conocimiento de la presente tutela. Se ordenó correr traslado de la misma al Distrito Miliar No.22 de Pereira, al Ejército Nacional y al Ministerio de Defensa.  Así mismo, se ordenó vincular  a la Jefatura de Reclutamiento y Control de Reservas del Ejército Nacional de la ciudad de Bogotá. (Folio 21)
3. RESPUESTA DE LAS ENTIDADES ACCIONADAS

Ni las autoridades accionadas ni la vinculada se pronunciaron con frente a la demanda de tutela, dentro del término otorgado para tal fin.
4. CONSIDERACIONES DE LA SALA

4.1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, quien se sienta amenazado o vulnerado en sus derechos fundamentales, por acto u omisión de la autoridad pública o por un particular, puede invocar el amparo consagrado en el ordenamiento constitucional, para su protección, a través de la acción de tutela, reglamentada por los Decretos 2591 de noviembre de 1991 y 306 de febrero de 1992.

4.2. Esta Colegiatura es competente para conocer de la presente actuación, de conformidad con lo consagrado en el artículo 86 de la Constitución; el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991 y el artículo 1º del Decreto 1382 de 2000

4.3 Problema jurídico 

4.3.1. Corresponde a esta Sala determinar si las entidades demandadas han vulnerado los derechos fundamentales invocados por el Personero de Dosquebradas, a favor del señor Cristhian David Patiño Londoño, de manera tal que amerite la concesión del amparo.  

4.3.2. La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en el Art. 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

4.4. La Ley 48 de 1993, “Por la cual se reglamenta el servicio de Reclutamiento y Movilización”, establece lo relacionado con el procedimiento de vinculación e incorporación del personal apto para la prestación del servicio militar y las circunstancias conexas al mismo. Los artículos 3, 10 y 14 en concordancia con el 36 de la citada ley, señalan la obligación de prestar el servicio militar de la cual se deriva la de inscribirse y presentarse ante las autoridades militares o de policía para tal fin, y en caso de los bachilleres, la de inscribirse al culminar el último año de secundaria.  El  artículo 36, señala lo siguiente:
“ARTÍCULO 36. CUMPLIMIENTO DE LA OBLIGACION DE LA DEFINICION DE SITUACION MILITAR. Los colombianos hasta los 50 años de edad, están obligados a definir su situación militar. No obstante, las entidades públicas o privadas no podrán exigir a los particulares la presentación de la libreta militar, correspondiéndoles a éstas la verificación del cumplimiento de esta obligación en coordinación con la autoridad militar competente únicamente para los siguientes efectos: 

a. Celebrar contratos con cualquier entidad pública; 

b. Ingresar a la carrera administrativa; 

c. Tomar posesión de cargos públicos, y 

d. Obtener grado profesional en cualquier centro docente de educación superior

4.5. En relación al derecho fundamental consagrado en el artículo 23 de la norma superior comprende la posibilidad de presentar peticiones respetuosas ante las autoridades, facultad que está garantizada con la obligación que a éstas les asiste de dar trámite a la solicitud, sin que exista argumento alguno para negar su admisión o iniciar los trámites necesarios para dar la respuesta, la cual debe ser oportuna y emitida dentro de los términos legales establecidos en el ordenamiento jurídico. La petición debe ser resuelta de fondo, refiriéndose de manera concreta a los asuntos planteados y comunicando prontamente lo decidido, independientemente de que la respuesta sea favorable o adversa a los intereses del peticionario. 

4.5.1. En la Sentencia T-142 de 2012
, se reiteró lo establecido por la Corte Constitucional en la Sentencia T-377 de 2000, con respecto al derecho de petición, lo siguiente:

“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión. 
b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido. 
c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición. 
d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita.
e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley así lo determine.
f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante particulares, es necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular presta un servicio público o cuando realiza funciones de autoridad. El derecho de petición opera igual como si se dirigiera contra la administración. 2. Cuando el derecho de petición se constituye en un medio para obtener la efectividad de otro derecho fundamental, puede protegerse de manera inmediata. 3. Pero, si la tutela se dirige contra particulares que no actúan como autoridad, este será un derecho fundamental solamente cuando el Legislador lo reglamente.
g) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordenan responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes.
h) La figura del silencio administrativo no libera a la administración de la obligación de resolver oportunamente la petición, pues su objeto es distinto. El silencio administrativo es la prueba incontrovertible de que se ha violado el derecho de petición.

i) El derecho de petición también es aplicable en la vía gubernativa, por ser ésta una expresión más del derecho consagrado en el artículo 23 de la Carta. Sentencias T-294 de 1997 y T-457 de 1994.

En consecuencia, ha entendido la jurisprudencia de la Corte que, se vulnera el derecho fundamental de petición al omitir dar resolución pronta y oportuna de la cuestión. Esto ocurre cuando se presenta una de dos circunstancias: “(i) que al accionante no se le permita presentar petición, o (ii) que exista presentación de una solicitud por parte del accionante. En este sentido, la vulneración del derecho de petición se presentará o bien por la negativa de un agente de recibir la respectiva petición o frustrar su presentación – circunstancia (i)-; o bien que habiendo presentado una petición respetuosa no ha obtenido respuesta, o que la solicitud presentada no fue atendida debidamente –circunstancia (ii).”

En lo que tiene que ver con la segunda circunstancia, referente a la falta de respuesta por parte de la entidad, la jurisprudencia constitucional, ha establecido que el derecho de petición supone un resultado, que se manifiesta en la obtención de la pronta resolución de la petición.

Sin embargo, se debe aclarar que , el derecho de petición no implica una prerrogativa en virtud de la cual, el agente que recibe la petición se vea  obligado a definir favorablemente las pretensiones del solicitante, razón por la cual no se debe entender conculcado este derecho cuando la autoridad responde oportunamente al peticionario, aunque la respuesta sea negativa.6”

4.5.2. Frente a los derechos que le asisten a los particulares cuanto presentan peticiones, el artículo 13 de la Ley 1755 de 2015 señala lo siguiente: “Artículo 13. Objeto y modalidades del derecho de petición ante autoridades. Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma.
 Toda actuación que inicie cualquier persona ante las autoridades implica el ejercicio del derecho de petición consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política, sin que sea necesario invocarlo. Mediante él, entre otras actuaciones, se podrá solicitar: el reconocimiento de un derecho, la intervención de una entidad o funcionario, la resolución de una situación jurídica, la prestación de un servicio, requerir información, consultar, examinar y requerir copias de documentos, formular consultas, quejas, denuncias y reclamos e interponer recursos.
 

El ejercicio del derecho de petición es gratuito y puede realizarse sin necesidad de representación a través de abogado, o de persona mayor cuando se trate de menores en relación a las entidades dedicadas a su protección o formación.”
A su vez, el artículo 14º de dicha normatividad, reza: “Artículo 14. Términos para resolver las distintas modalidades de peticiones. Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción. Estará sometida a término especial la resolución de las siguientes peticiones:
 
1. Las peticiones de documentos y de información deberán resolverse dentro de los diez (10) días siguientes a su recepción. Si en ese lapso no se ha dado respuesta al peticionario, se entenderá, para todos los efectos legales, que la respectiva solicitud ha sido aceptada y, por consiguiente, la administración ya no podrá negar la entrega de dichos documentos al peticionario, y como consecuencia las copias se entregarán dentro de los tres (3) días siguientes.  2. Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las autoridades en relación con las materias a su cargo deberán resolverse dentro de los treinta (30) días siguientes a su recepción.
 

Parágrafo. Cuando excepcionalmente no fuere posible resolver la petición en los plazos aquí señalados, la autoridad debe informar esta circunstancia al interesado, antes del vencimiento del término señalado en la ley expresando los motivos de la demora y señalando a la vez el plazo razonable en que se resolverá o dará respuesta, que no podrá exceder del doble del inicialmente previsto.”
Finalmente se debe establecer que el artículo 21 Ibídem, indica que si la autoridad a la cual se dirige la petición o solicitud no es la competente, informará al interesado de manera inmediata, si la misma fue elevada verbalmente, o dentro de cinco (5) días siguientes al de la recepción, si obró por escrito, y remitirá la petición al competente y enviará copia del oficio remisorio al peticionario y que los términos para decidir o responder se contarán a partir del día siguiente a la recepción de la petición por la autoridad competente.
4.6. DEL CASO EN CONCRETO
4.6.1. De conformidad con lo expuesto por el Personero de Dosquebradas, se advierte que su pretensión principal está encaminada a que el Distrito Militar No.22 de Pereira expida sin costo alguno la libreta militar al joven Cristhian David Gil Castro, en atención a que este se encuentra cursando estudios técnicos en instalación de redes de computadores en el SENA, no cuenta con trabajo para adquirir tal documento por sus propios medios y  aparece con un puntaje de 30.14 en el histórico del SISBÉN. 
4.6.2.  Sea lo primero reiterar el trámite para definir la situación militar se encuentra contemplado en la Ley 48 de 1993 que establece que todos los hombres tienen la obligación de definir su situación militar, a partir de la fecha en que cumplan su mayoría de edad, a excepción de los estudiantes de bachillerato quienes la definirán cuando obtengan su título de bachiller y en su artículo 14 dispone lo siguiente:

“INSCRIPCIÓN.  Todo varón colombiano tiene la obligación de inscribirse para definir su situación militar dentro del lapso del año anterior en que cumpla la mayoría de edad, requisito sin el cual no podrá formular solicitudes de exención o aplazamiento. Cuando se llegue a la mayoría de edad sin haberse dado cumplimiento a esta obligación, la autoridad podrá compelerlo sin perjuicio de la aplicación de las sanciones que se establecen en la presente Ley.”
Por su parte el literal a) del artículo 41 ibídem, consagra: “son infractores los siguientes: los que no cumplan con el mandato de inscripción en los términos establecidos por la presente ley”. Y el artículo 42 en su literal a), establece: 
“Las personas contempladas en el artículo anterior, se harán acreedoras a las siguientes sanciones: a. El infractor de que trata el literal a), será sancionado con multa de 20% de un salario mínimo mensual vigente, por cada año o fracción que dejara de inscribirse reglamentariamente, sin que sobrepase el valor correspondiente a 2 salarios mínimos mensuales vigentes”.
Con respecto a la clasificación, el artículo 21 de la Ley 48 de 1993 dispone que no serán clasificados quienes por razón de una causal de exención, inhabilidad o falta de cupo, hayan sido eximidos de la prestación del servicio militar; y a su turno, se debe precisar que el artículo 22 de la citada disposición establece para el inscrito que no ingrese a las filas y no sea clasificado deberá cancelar con cargo al Tesoro Nacional una "cuota de compensación militar", que según el artículo 6 de la Ley 1184 de 2008 tiene unas excepciones entre las que se encuentran: “quien demuestre mediante certificado o carné expedido por la autoridad competente pertenecer al nivel 1, 2 y 3 del Sistema de Identificación y Selección de Beneficiarios -SISBEN-” , y “el personal de soldados que sea desacuartelado con fundamento en el tercer examen médico”.
4.6.3. Ahora bien, advierte la Sala que si bien la libreta militar por disposición  de la Ley 48 de 1993 es un requisito necesario al momento en que se va hacer una matrícula académica o un contrato laboral, lo que significa que la falta de este documento puede generar un perjuicio grave al interesado, también lo es que en este caso bajo estudio el Comandante del Distrito Militar No.22 de Pereira informó mediante escrito del 17 de marzo de 2016 al agente oficioso del joven Gil Castro el procedimiento para la liquidación de la tarjeta militar y la documentación que debía aportar para la expedición de la misma, según,  se observa de la respuesta al derecho de petición que en tal sentido había elevado el agente oficioso del joven Gil Castro (folios 14-16). 

4.6.4. En tal virtud, no obra dentro de la foliatura prueba alguna que permita inferir a este Tribunal que el accionante o su agente oficioso haya realizado el trámite pertinente para que la autoridad demanda emita el documento castrense solicitado junto con la prueba de que por pertenecer al SISBÉN no se le debe cobrar cuota de compensación alguna; por tal razón, no puede predicarse que el Distrito Militar No.22 o el Ejército Nacional a través de la Jefatura de Reclutamiento y Control de Reservas le vulneró al joven Gil Castro su derechos fundamentales al debido proceso o el de petición.  Máxime que tampoco se aportó constancia de valor de la multa que registra el agenciado por no haberse presentado a la cita realizada en su momento por el Distrito Militar.  

4.6.5. El debido proceso debe observarse en todas las actuaciones del Ejército Nacional cuando se trata de la definición de la situación militar, de acuerdo a lo expuesto por la jurisprudencia de la Corte Constitucional, cuando ha señalado lo siguiente:

“Observancia del debido proceso en los trámites relativos a la definición de la situación militar.   

La Corte ha señalado que el Ejército Nacional es una institución que hace parte de la Rama Ejecutiva del poder público, así que en cada una de sus actuaciones, incluidas aquellas que se relacionan con la definición de situación militar, debe mostrar absoluto respeto por el derecho al debido proceso y ceñirse a lo previsto por el artículo 209 de la Carta Política en lo atinente al ejercicio de la función pública.
 

Al estudiar el presente caso, la Sala de Revisión encuentra que esta Corporación ha tenido la oportunidad de pronunciarse sobre cómo la expedición de la libreta militar incide en la eficacia de diversos derechos fundamentales, y cómo en los trámites  relativos a la definición de situación militar debe darse aplicación a las garantías del debido proceso. 

Así, en la Sentencia T- 1083 de 2004
 se concedió el amparo al derecho fundamental al debido proceso, vulnerado por la Dirección de Reclutamiento del Ejército Nacional en la imposición de la sanción al accionante en su condición de remiso. 

Al respecto, señaló la Corte que, de acuerdo con la normatividad legal, la imposición de esa sanción requiere la expedición de una resolución motivada, en la que se informe al afectado sobre los recursos procedentes para el ejercicio de los derechos de defensa y contradicción. Además, recordó la Corte Constitucional que un acto administrativo de ese tipo debe ser notificado, en los términos previstos por el Código Contencioso Administrativo, para que produzca efectos.

En esa oportunidad, la Corte determinó que la autoridad accionada no había seguido el procedimiento legalmente previsto para la imposición de la sanción, pues el Ejército Nacional sólo se limitó a mencionar el acta de la junta de remisos, pero no demostró que se tratara de una resolución debidamente motivada; que se le hubiera notificado al actor; ni menos que se le hubiera informado al afectado sobre la procedencia de recursos para controvertir esa decisión. (…)”

En conclusión es evidente que en el presente caso no se demostró que al joven Cristhian David Gil Castro se le haya vulnerado el debido proceso en la actuación mediante la cual se le impuso la multa o en el trámite de la liquidación de expedición de la libreta militar, toda vez que se reitera que el accionante aún no ha realizado lo pertinente para definir su situación militar y por ende obtener el documento respectivo.  
4.6.6. De todos modos, como el joven Gil Castro si logró acreditar que tiene un puntaje de 30.14 que lo sitúa en el nivel 1 del  SISBÉN (folio 18), se hace acreedor al beneficio que consagra el artículo 6 de la Ley 1184 de 2008, esto es, quedar exento del pago de cuota de compensación militar, circunstancia que deberá tener en cuenta el Distrito Militar N°22 al momento en que le liquide la libreta militar al actor, previo el cumplimiento de los demás requisitos que se exigen para la expedición de dicho documento.
4.6.7. Por lo tanto, la Sala concluye que al no quedar acreditada una actuación u omisión por parte de las entidades demandadas, lo solicitado en la acción de tutela no conlleva a la supuesta amenaza o vulneración de las garantías fundamentales reclamadas.  Al respecto, existe jurisprudencia de la Corte Constitucional que hace alusión a la improcedencia de la acción de tutela ante la inexistencia de una conducta respecto de la cual se pueda efectuar el juicio de vulnerabilidad de derechos fundamentales, en tal sentido, en la Sentencia T-130 de 2014, se reiteró lo siguiente:
“El objeto de la acción de tutela es la protección efectiva, inmediata, concreta y subsidiaria de los derechos fundamentales, “cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad  pública o de los particulares [de conformidad con lo establecido en el Capítulo III del Decreto 2591 de 1991. Así pues, se desprende que el mecanismo de amparo constitucional se torna improcedente, entre otras causas, cuando no existe una actuación u omisión del agente accionado a la que se le pueda endilgar la supuesta amenaza o vulneración de las garantías fundamentales en cuestión.
 
(...) 

En suma, para que la acción de tutela sea procedente requiere como presupuesto necesario de orden lógico-jurídico, que las acciones u omisiones que amenacen o vulneren los derechos fundamentales existan (…)” ya que “sin la existencia de un acto concreto de vulneración a un derecho fundamental no hay conducta específica activa u omisiva de la cual proteger al interesado (…)”.   
 
Y lo anterior resulta así, ya que si se permite que las personas acudan al mecanismo de amparo constitucional sobre la base de acciones u omisiones inexistentes, presuntas o hipotéticas, y que por tanto no se hayan concretado en el mundo material y jurídico, “ello resultaría violatorio del debido proceso de los sujetos pasivos de la acción, atentaría contra el principio de la seguridad jurídica y, en ciertos eventos, podría constituir un indebido ejercicio de la tutela, ya que se permitiría que el peticionario pretermitiera los trámites y procedimientos que señala el ordenamiento jurídico como los adecuados para la obtención de determinados objetivos específicos, para acudir directamente al mecanismo de amparo constitucional en procura de sus derechos”.
Así las cosas, estudiado el caso en concreto y de conformidad con el precedente jurisprudencial constitucional, esta instancia negará la acción de tutela interpuesta por el Personero de Dosquebradas en nombre del joven Cristhian David Gil Castro.

DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley.  

RESUELVE

PRIMERO: NEGAR la acción de tutela interpuesta por el Personero de Dosquebradas, agente oficioso del joven Cristhian David Gil Castro en contra del Ministerio de Defensa, Ejército Nacional, Distrito Militar No.22 y la Jefatura de Reclutamiento y Control de Reservas.

SEGUNDO: Si esta decisión no es impugnada se ordena el envío del expediente ante la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ

Secretaria
� M.P. Dr. Cristhian DavidMartínez Caballero 





� Artículo 209 C.P.: “La función administrativa está al servicio de los intereses generales y se desarrolla con fundamento en los principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad, mediante la descentralización, la delegación y la desconcentración de funciones. Las autoridades administrativas deben coordinar sus actuaciones para el adecuado cumplimiento de los fines del Estado. La administración pública, en todos sus órdenes, tendrá un control interno que se ejercerá en los términos que señale la ley.”


� Sentencia T-1083 del 29 de octubre de  2004, M.P. Jaime Córdoba Triviño 


� Sentencia T-119 de 2011.
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